TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

        Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos

        Pereira, mayo once (11) de dos mil dieciséis (2016)             

        Acta No. 216 de mayo 11 de 2016
        Expediente No. 66001-22-13-000-2016-00545
Se decide en primera instancia la acción de tutela promovida por la señora Olga Toro Valencia contra el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados la señora Martha Cecilia Rivera García y el Inspector Diecisiete Municipal de Policía de Pereira.
A N T E C E D E N T E S

1.- Relató la accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 El 23 de marzo de 2011 suscribió contrato de compraventa de un apartamento con la señora Martha Cecilia Rivera García, por valor de $153.000.000 millones, de los cuales adelantó en efectivo $17.000.000 y $100.000.000 más, por un crédito hipotecario que adquirió en el Banco de Colombia (sic) el cual fue desembolsado directamente a la señora Rivera García para el pago de impuestos y servicios del apartamento y elaborar la escritura que debía hacerse con la constructora.

1.2 Quedó debiendo $36.000.000 los que se soportaron en dos letras de cambio de $18.000.000 cada una, pagaderas el 23 de abril y el 23 de mayo de 2011, obligación que no le fue posible cumplir y se inició un proceso del cual desistió al no poder embargar el inmueble pues pesaba sobre él un crédito hipotecario que adquirió para el gado (sic) del mismo. Por tal hecho, su salud se vio afectada; se hizo efectivo el seguro del crédito y la medida de embargo fue levantada. 
1.3 En conversaciones con Martha Cecilia Rivera García esta le indicó que realizaran una hipoteca por el dinero adeudado, es decir, $36.000.000 más los intereses, a lo cual accedió y para ello firmó una letra de cambio en blanco, la cual diligenció la citada señora por un valor de $130.000.000 e inició un proceso ejecutivo hipotecario en el Juzgado Cuarto Civil del Circuito, donde se surtió todo el trámite hasta el remate. La deuda se convirtió en impagable debido a que con intereses ascendía a $200.000.000, por lo que el bien fue rematado por la misma demandante. 
1.4 Esta, el pasado 22 de abril, le presentó el documento de la inspección de policía para el desalojo el 27 de abril de 2016 a las nueve de la mañana, le pidió tiempo pues no tenía para donde irse, a lo que se negó.
1.5 Manifiesta que es una persona sola que no dispone de muchos recursos y con un delicado estado de salud.
2.- Considera lesionados los derechos al debido proceso, vivienda digna, protección al adulto mayor y a la dignidad humana y para su protección, solicita se ordene: a) suspender la diligencia de lanzamiento programada hasta tanto tenga para donde irse y b) que se investigue la conducta de la abogada.
ACTUACIÓN PROCESAL

1.- Por auto del pasado 26 de abril se admitió la acción; se ordenó vincular a la señora Martha Cecilia Rivera García y al Inspector Diecisiete Municipal de Policía de Pereira y como medida provisional se ordenó suspender la diligencia de entrega del inmueble programada para el 27 de abril a las nueve de la mañana.
2.- En el curso del proceso la señora la señora Martha Cecilia Rivera García dijo que sí realizó un negocio jurídico con la señora Olga Toro Valencia sobre la venta de un apartamento por valor de $153.000.000 en el mes de febrero de 2011 y para que le realizaran un préstamo con Bancolombia suscribieron una promesa de compraventa tal como lo exigía la entidad para aportarla en la documentación del crédito, y que la mencionada señora nunca le dio dinero en efectivo; suscribió unas letras que sumaban $53.000.000 para cancelarlos en dos meses; en noviembre de 2011 inició un proceso ejecutivo en su contra y en el mes de mayo de 2013 llegaron a un acuerdo, se terminó el proceso y se levantaron las medidas cautelares.
Agrega que en el mes de diciembre de 2013 le solicitó “se hiciera  una hipoteca” sobre el apartamento y el parqueadero para cancelar el crédito con Bancolombia y porque necesitaba otro dinero; así procedieron “y el título por $130.000.000”, pero no se firmaron letras en blanco y que ante el incumplimiento de esas obligaciones, inició proceso hipotecario que inicialmente fue radicado en el Juzgado Cuarto Civil del Circuito y luego pasó al Quinto Civil de la misma especialidad, donde termino, se notificó legalmente, la demandada no contestó pero si presentó liquidación del crédito, la cual no fue aceptada, se siguió con el trámite hasta llegar al remate; el proceso se llevó a cabo dentro de la legalidad sin violación al debido proceso.
El 29 de marzo
 llegaron a un acuerdo en el cual la señora Olga Toro Valencia se quedaba con el apartamento y le cancelaba la suma de $160.000.000, redactó el documento, el que se aportó con la demanda; se quedaron de ver en la Notaría Sexta de esta ciudad el 30 de marzo para autenticarlo y recibir el dinero, pero no compareció. Por último dijo que la señora Olga Toro Valencia ha sido renuente en desocupar el apartamento y entregarlo, razón por la cual solicitó la entrega y el juzgado comisionó a la inspección 17 de esta ciudad.

3.- La funcionaria demandada y el Inspector de Policía vinculado guardaron silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

Ese medio excepcional de amparo constitucional tiende entonces a conjurar la lesión o la amenaza de los derechos fundamentales, a fin de permitir al titular su ejercicio o restablecer su goce; la efectividad de la acción reside entonces en la posibilidad para el juez de impartir una orden encaminada a la defensa actual y cierta del derecho conculcado. 

Así, la procedencia de la tutela exige la existencia de acción u omisión atribuible a la persona o autoridad contra la que se dirige, a partir de la cual sea posible analizar si se ha producido la vulneración de los derechos fundamentales del peticionario. 

De acuerdo con lo anterior, verificados los supuestos fácticos y jurídicos que producen la vulneración de uno o varios derechos fundamentales, la decisión del juez no puede ser otra que proferir una orden de obligatorio cumplimiento, en aras a obtener que se restaure el orden constitucional, lesionado en un caso concreto y específico.

2.- Encuentra la demandante lesionados sus derechos fundamentales al debido proceso, vivienda digna, protección al adulto mayor y a la dignidad humana, en la circunstancia de no suspenderse la diligencia de entrega programada hasta tanto tenga para donde irse.
3.- Como se ha reiterado por la jurisprudencia, uno de los requisitos de procedencia del amparo constitucional es que el interesado haya acudido de manera previa a la autoridad que supuestamente afecta sus garantías fundamentales, a fin de que esta tenga la oportunidad de conocer la reclamación y pronunciarse al  respecto; de obviarse ese trámite, se estaría dando por sentado que la administración no va a acceder a la petición y adicionalmente, el ciudadano ejercería la tutela como forma principal de obtener protección a sus derechos, cuando, es sabido, una de sus principales características es la subsidiariedad. 

4.- Las pruebas incorporadas a la actuación, acreditan, entre otros, los siguientes hechos:

4.1 En el proceso ejecutivo con título hipotecario que promovió la señora Martha Cecilia Rivera García contra la señora Olga Toro Valencia, el 17 de abril de 2015, se dictó auto en el que se ordenó seguir adelante la ejecución, el avalúo y posterior remate de los inmuebles identificados con matrículas inmobiliarias Nos. 290-176290 y 290-176346, practicar la liquidación del crédito y se condenó en costas a la ejecutada
.

4.2 El 23 de febrero de 2016 se realizó la diligencia de remate de tales bienes, los que recibió en adjudicación la accionante, por cuenta del crédito cobrado
, acto que se aprobó mediante proveído del pasado 14 de marzo
.
4.3 Por auto de 31 de marzo de 2016 se comisionó a la Inspección Municipal de Policía para la entrega del bien
.
4.4. Las providencias enunciadas, se encuentran todas ejecutoriadas de acuerdo con la constancia del secretario del Juzgado accionado
.

4.5 La aquí accionante no ha solicitado a la Inspección Diecisiete Municipal de Policía, comisionada para la diligencia de entrega, la suspensión de la diligencia respectiva
.  
5.- Surge de lo anterior que ninguna actividad ha desplegado la accionante dentro del referido proceso para obtener lo que pretende sea decidido por medio de esta acción constitucional y por tanto, el despacho accionado tampoco ha tenido oportunidad de resolver lo que corresponda.

Ese pasivo comportamiento impide otorgar el amparo solicitado, porque el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que deben ser resueltas al interior del proceso, escenario normal previsto por el legislador para tal cosa, por los funcionarios competentes para ello.
En consecuencia, se declarará improcedente el amparo reclamado en virtud del principio de subsidiaridad que caracteriza esta especial acción. Sobre el tema, ha dicho la Corte Constitucional:
“2.5. Subsidiariedad: La Constitución Política en su artículo 86, instituyó la acción de tutela como un mecanismo judicial de aplicación urgente, de carácter subsidiario y excepcional, para reclamar la protección de los derechos fundamentales constitucionales cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de una autoridad pública o de un particular, bajo ciertas circunstancias. Así, corresponde al juez constitucional verificar el cumplimiento del requisito de subsidiariedad de la acción de tutela teniendo en cuenta la situación fáctica del asunto sometido a su conocimiento y las particularidades de quien reclama el amparo constitucional.

(…)
Esta Corte en la sentencia T-299 de 1993, declaró improcedente el amparo de tutela al considerar que constituye un elemento indispensable para la procedencia del amparo el que el conscripto haya alegado la causal de aplazamiento o exclusión que pretende hacer por vía de tutela. Para ello, la Sala sostuvo:

“Juzga la Corte que, siendo la acción de tutela un procedimiento preferente y sumario enderezado contra la autoridad pública que al actuar o dejar de hacerlo vulnera o amenaza derechos fundamentales, a fin de que cese el motivo que perturba el disfrute de éstos, es necesario que se establezca sin lugar a dudas la relación de causalidad entre el acto en concreto de la autoridad -o la omisión, en su caso- y el daño del derecho fundamental o el peligro de su violación. Así, en casos como el que se considera, la normal ejecución de un acto ordenado por la Constitución y desarrollado en la ley -el reclutamiento- no puede ser atacado "in abstracto" como pasible de la tutela, pues ello implicaría que toda vinculación de una persona al servicio militar sería inconstitucional. Y es evidente que, si la autoridad militar correspondiente ignora, en el momento de actuar, la existencia de los hechos que en un caso específico llevarían a exonerar a una persona de la obligación general prevista en la Carta por no haber sido expuestos aquellos con toda claridad y con las pruebas pertinentes, mal puede acudirse después a la acción de tutela sobre la base de una actuación violatoria de derechos fundamentales que no puede existir por falta de información de parte de la agencia estatal competente”.

En el caso sub lite, no existe evidencia de que el señor Juan David Martínez Velandia haya presentado petición alguna sobre el particular, ni en el momento del reclutamiento, ni a la Unidad Militar en la que se encuentra, o que la Personera del municipio de Falan lo haya realizado en su nombre y que esta haya sido negada por las entidades accionadas, vulnerando así los derechos fundamentales del accionante. Por el contrario, encuentra la Sala que entre la fecha del reclutamiento y la fecha de la presentación de la tutela tan solo transcurrieron 2 días, lo que pone en evidencia la omisión de cualquier trámite administrativo previo, acudiéndose de esta forma de manera directa a la tutela, lo que conlleva a que esta se torne improcedente.

(…)
3. Razón de la decisión.

3.1. Síntesis del caso.

(…)
En el presente caso, no encuentra la Sala que el accionante o su agente oficiosa haya realizado petición alguna a las entidades accionadas, acreditando la documentación que permita verificar el cumplimiento de alguna de las causales de exención de la prestación del servicio militar obligatorio y que esta haya sido negada por las mismas, vulnerando los derechos fundamentales del actor. Respecto del estado de salud del joven, la Sala comparte la decisión de los jueces de instancia de ordenar al batallón accionado realizar una valoración médica para emitir un concepto sobre la viabilidad de seguir prestando el servicio militar

3.2. Regla de la decisión.

Es improcedente la acción de tutela cuando, de las pruebas aportadas al expediente, no se evidencia una solicitud de desacuartelamiento por parte del demandante – o su agente oficioso – ante la autoridad competente, petición necesaria para que el juez constitucional determine si hubo o no una conducta vulneratoria de derechos fundamentales.”

6.- Se levantará la medida provisional decretada que ordenó suspender la diligencia de entrega del inmueble rematado.
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- Declarar improcedente la acción de tutela propuesta por la señora Olga Toro Valencia contra el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados la señora Martha Cecilia Rivera García y el Inspector Diecisiete Municipal de Policía de Pereira.
SEGUNDO.- Levantar la medida provisional por medio de la cual se ordenó suspender la diligencia de entrega del inmueble rematado. Líbrense los oficios respectivos al Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira y a la Inspección Diecisiete Municipal de Policía de esta ciudad.
TERCERO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
CUARTO.- De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA


EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� No dice de qué año


� Folio 43


� Folios 88 a 91


� Folios 48 y 49


� Folio 50


� Folio 51


� Ver folio 54 de este cuaderno


� Sentencia T-076 de 2014
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